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	Si la precariedad del método de trabajo empleado respecto de una cosa implica para el trabajador estar expuesto permanentemente a sufrir accidentes, la transforma en riesgosa, generando un riesgo potencial que se consolida en casos como el que produjo el accidente del trabajador.
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1.-Corresponde confirmar la sentencia de anterior instancia que hizo lugar a las pretensiones indemizatorias del trabajador, ya que cabe caracterizar como riesgosa una cosa aunque por sí misma no lo sea, si la precariedad del método de trabajo empleado respecto de ella significa para el trabajador estar expuesto permanentemente a sufrir accidentes; y en este contexto, el método empleado para pintar en altura sin elementos de seguridad resulta peligroso en los términos del art. 1113 del CCiv. y su riesgo aumentó porque no se respetaron las normas mínimas de seguridad que imponen las reglas inherentes a la actividad, conforme surge de la prueba (arts. 90 
 de la ley 18.345 y 386 
 del CPCCN), porque la precariedad del método de trabajo empleado respecto de ella implica la exposición permanente a sufrir accidentes, lo que la transforma en riesgosa, en función de las circunstancias que rodearon el caso o en conexión con distintos factores, generando un riesgo potencial que se consolida en casos como el que produjo el accidente de autos. 

2.-La empleadora alega su propia torpeza cuando pretende culpar a la ART de cualquier incumplimiento en que pudiera haber incurrido respecto del deber que le correspondía conforme lo normado en el primer párrafo del art. 75 
 de la LCT., pues, es ella misma quien admite ser, junto con la aseguradora de riesgos del trabajo, sujeto pasivo de la responsabilidad que le incumbe por el accidente ocurrido al trabajador. 

3.-La cosa del art. 1113 del CCiv. es un concepto amplio que no se agota en la definición que emana del art. 2311 
 del mismo cuerpo legal, y a pesar de que una cosa en sí misma considerada pueda no tener peligro, en ocasiones adquiere tal cualidad en función de las circunstancias que rodean el caso, por ello, menester resulta para determinar si la cosa adquiere riesgo o vicio, que el juez en cada oportunidad deba indagar respecto a si por las particularidades del caso aquella produce un riesgo en el que pueda ser comprendido el daño sufrido por la víctima. 

4.-Puesto que la ART condenada se encuentra en estado de liquidación forzoza, deviene abstracto el reclamo de la parte actora acerca de que dicha condena recaiga en los términos y alcances previstos por el art. 34 
 de la ley nacional 24.557 en el Fondo de Reserva. 

5.-La fórmula para el cálculo de las indemnizaciones fundadas en el art. 1113 del CCiv., a partir del fallo Méndez, Alejandro Daniel c/ Mylba S.A. y otros s/ accidente - acción civil 
, -versión actualizada del fallo Vuoto c/ A.E.G. Telefunken 
-, no resulta ser de aplicación mayoritaria en el fuero del Trabajo, es a lo sumo, una pauta más tomada como meramente indicativa, entre muchas otras, por determinado segmento de la magistratura, por lo que deben rechazarse los razonamientos y cálculos que propone el actor apelante. 

6.-Puesto que en el presente caso se trató de un reclamo articulado por la vía del derecho civil, en que la cuantificación del monto se efectiviza y aprecia en el momento mismo de dictar sentencia asumiendo la diversidad de datos y parámetros del caso, es a partir de ese momento en que deben liquidarse los intereses. 

7.-Reserva apelante la condena en lo términos y alcances previstos por el art. 34 de la ley nacional 24557 atento el estado falencial en la que se encuentra la ART demandada, no puede irrogarle gravamen al Fondo dada la naturaleza del reclamo, y su obligación de abonar las prestaciones que estaban a cargo de la ART liquidada surge de la propia norma legal; máxime cuando ella misma admite que el otorgamiento de éstas por parte del Fondo de Reserva resulta automático y no requiere de sentencia judicial alguna. 

8.-El capital al que alude el art. 34 LRT resulta comprensivo del capital más sus accesorios, entre los cuales se encuentran comprendidos los intereses devengados desde la exigibilidad del crédito hasta su efectivo pago


	Fallo:

	 

	En la Ciudad de Buenos Aires, a los 13 días del mes de diciembre de 2010, para dictar sentencia en estos autos: "Ponse, Rene David c/ Frigorífico Los Ángeles S.R.L. y otros s/ Accidente - Ley Especial", se procede a votar en el siguiente orden: 

EL DOCTOR GREGORIO CORACH DIJO: 

I) Del fallo que acogió en gran parte las pretensiones indemnizatorias del actor, apelan tanto éste como la demandada y el Fondo de Garantía a tenor de las argumentaciones que vierten a fs. 771/778, fs. 757/770 y fs. 780/783, respectivamente, que, a su vez, merecieran las réplicas de fs. 785/810vta. y fs. 820/827. 

II) El actor inició demanda reclamando la reparación integral por la incapacidad que padece, la que atribuyó al accidente que sufrió desempeñándose como operario de la accionada Frigorífico Los Ángeles SRL. Refirió que el día 6 de setiembre del 2.006 fue enviado a realizar tareas de pinturas en la sede de la empleadora ubicada en Cárdenas 2.364, sin elementos de seguridad ni capacitación. Que en momentos en que cumplía dichas tareas cayó al vacío, lo que le provocó pérdida de conciencia. Que fue auxiliado por una persona que dio aviso al gerente de la empleadora. Que fue atendido en el Hospital Santojanni. Que posteriormente con intervención de la ART fue trasladado al hospital UAI sito en Portela 2.975 de esta Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Que allí se le informó que padecía las lesiones que describió en su demanda. Que fue intervenido en reiteradas oportunidades, pese a lo cual quedó con secuelas irreversibles como la pérdida de la movilidad de su cuerpo desde la cintura para abajo, lo que le imposibilita caminar. Que las prestaciones médicas fueron otorgadas por Responsabilidad Patronal ART S.A. hasta su liquidación por la Superintendencia de Seguros de la Nación y luego por la administración del Fondo de Garantía. Que el empleador le abonó los salarios por accidente hasta el 30/07/2.007.Adujo que tales lesiones lo incapacitaron en un 100%. Planteó la inconstitucionalidad de distintos artículos de la ley 24.557 
. Practicó liquidación y ofreció prueba. 

A fs. 125/134 contestó demanda el delegado liquidador de la coaccionada Responsabilidad Patronal ART S.A. conforme instrumentos que acompañó. Contestó el planteo de inconstitucionalidad. Solicitó su rechazo. Sostuvo que en virtud del carácter universal de su representación se encontraba eximido de negar los hechos expuestos en la demanda pero que -sin perjuicio de lo expuesto- negó la existencia del siniestro y la incapacidad denunciados. Ofreció prueba y solicitó el rechazo de la acción. 

A fs. 144/175 contestó demanda Frigorífico Los Ángeles SRL, quien refirió que conforme la denuncia del accidente, el actor se encontraba -al momento del mismo- pintando un tanque de agua de otra sede de la firma sita en Cárdenas 2.364. Adujo que se le habría provisto de elementos de seguridad tales como arneses, casco, linga de contención, botines de seguridad y guantes. Que cayó a un patio interno y se lastimó. Que esto fue el 6 de setiembre de 2.006, aproximadamente a las 10 horas. Que con posterioridad al accidente al actor le habrían sido abonados los salarios correspondientes por el plazo de un año. Solicitó asimismo la citación en garantía del Fondo de Reserva de la ART, organismo a cargo de la Superintendencia de Seguros de la Nación conforme art. 34 
 de la ley 24.557. Impugno la liquidación y solicitó el rechazo de la demanda. 

A fs. 218 se ordenó la citación en garantía del Fondo de Reserva, quien contestó a fs. 259/298. Sostuvo que con sus recursos deben abonarse o contratar las prestaciones dinerarias o en especie a cargo de la aseguradora de riesgos del trabajo que dejara de hacerlo por liquidación. Que esta última, como la declaración de quiebra, implica el cese de la personería jurídica de la aseguradora en liquidación.Arguyó también que el actor no podría dirigir sus reclamos contra la Superintendencia de Seguros de la Nación, quien no es continuadora de Responsabilidad Patronal ART S.A. ni asumió ningún tipo de obligación derivada de los contratos de afiliación que hubiera celebrado ésta. Sostuvo que a los efectos de administrar el "Fondo de Reserva" mediante resolución Nro. 31.604 se dispuso contratar a Prevención ART S.A. y negó todos y cada uno de los hechos alegados en el inicio. Opuso falta de legitimación pasiva y contestó el planteo de inconstitucionalidad. Ofreció prueba y solicitó el rechazo de la acción. Con costas. 

La sentencia de primera instancia obra a fs. 750/753 y es parcialmente favorable a los requerimientos de la actora. 

III) Tanto la demandada como la actora se quejan porque la Sra. jueza a quo consideró que, dado que se encuentra acreditado el estado falencial de la codemandada Responsabilidad Patronal ART S.A. (en liquidación) -conforme resolución cuya copia obra a fs. 125-, correspondía que la condena recayera en los términos y alcances previstos por el art. 34 
 de la ley 24.557. 

a) La demandada en su memorial de agravios (ver fs. 757/778vta.) refiere haber contratado los servicios de Responsabilidad Patronal Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y aduce que conforme la LRT se delegó en las ART el control y sujeción de los empleadores a las normas de higiene industrial, por lo que si la ART verificaba un incumplimiento de dichas leyes, tenía la facultad y el deber de denunciarlo ante la Superintendencia de Riesgos del Trabajo. Que las ART, junto con los empleadores, son sujetos pasivos de la carga de adoptar medidas para prevenir los posibles infortunios laborales. Que su responsabilidad sería extracontractual y con fundamento en el art. 1.074 
 del Código Civil.Arguye que debería ser el Fondo de Reserva dependiente de la Superintendencia de Seguros de la Nación, quien debería asumir la responsabilidad contraída por la ART en liquidación y abonar la correspondiente indemnización al trabajador. Aduce que su parte, como empleador, habría cumplido estrictamente lo impuesto por la legislación laboral vigente, así como también todo lo relativo al cuidado manutención y prevención de su maquinaria, por lo que considera que no debe responder y, subsidiariamente, alega que si incumplió alguna obligación a su cargo, ello necesariamente habría ocurrido a instancias de la ART que jamás realizó apercibimiento ni denuncia alguna. Cita jurisprudencia que considera favorable a su posición. 

b) Considero que en este aspecto la demandada prácticamente alega su propia torpeza, cuando pretende culpar a la ART de cualquier incumplimiento en que pudiera haber incurrido respecto del deber que le correspondía conforme lo normado en el primer párrafo del art. 75 
 de la LCT. Es ella misma quien admite ser, junto con la aseguradora de riesgos del trabajo, sujeto pasivo de la responsabilidad que le incumbe por el accidente ocurrido al Sr. Ponse. 

Por otra parte, aunque se admitieran los cuestionamientos que formula respecto de la validez convictiva (arts. 90 
 de la ley 18.345 y 386 
 del CPCCN) de los dichos del testigo Coria, ello no podría en modo alguno modificar lo resuelto en grado. 

Digo esto porque en este aspecto considero que la declaración de Venancio Mansilla (fs.343/343vta.) -que no fuera cuestionada por el apelante-, fue lapidario respecto a las condiciones en que debía desempeñar P el trabajo de pintado en altura sin ningún elemento de protección -contrariamente a lo sostenido por el apelante- y, a los fines de la imputación de responsabilidad objetiva del artículo 1.113 
 del Código Civil, no es dudoso que el riesgo de la tarea aumentó por esta última circunstancia, por cuanto conlleva el riesgo de caídas, que fue precisamente lo que le ocurrió al actor. 

Vale decir que evidenciaba una virtualidad dañosa específica, que irroga la responsabilidad aquiliana del empleador, porque no se le proporcionaron elementos de seguridad y contención. 

Conviene aquí recordar que la cosa del art. 1.113 del Código Civil es un concepto amplio que no se agota en la definición que emana del art. 2.311 
 del mismo cuerpo legal. 

Además, a pesar de que una cosa en sí misma considerada pueda no tener peligro, en ocasiones adquiere tal cualidad en función de las circunstancias que rodean el caso. Por ello menester resulta para determinar si la cosa adquiere riesgo o vicio, que el juez en cada oportunidad deba indagar respecto a si por las particularidades del caso aquella produce un riesgo en el que pueda ser comprendido el daño sufrido por la víctima. 

En tal sentido, cabe caracterizar como riesgosa una cosa aunque por sí misma no lo sea si la precariedad del método de trabajo empleado respecto de ella significa para el trabajador estar expuesto permanentemente a sufrir accidentes. 

En este contexto no me caben dudas que el método empleado para pintar en altura sin elementos de seguridad resultaba peligroso en los términos del art. 1.113 del Código Civil y su riesgo aumentó porque no se respetaron las normas mínimas de seguridad que imponen las reglas inherentes a la actividad, conforme surge de la prueba que la jueza de grado analizó en su decisorio (arts.90 
 de la ley 18.345 y 386 
 del CPCCN ya cit) y a la que me remito por razones de brevedad, porque la precariedad del método de trabajo empleado respecto de ella implica para él trabajador estar expuesto permanentemente a sufrir accidentes, lo que la transforma en riesgosa, en función de las circunstancias que rodearon el caso o en conexión con distintos factores, generando un riesgo potencial que se consolida en casos como el que produjo el accidente que nos ocupa (S.D. de esta Sala Nro. 26.191 del 26/12/95, "Villalba, Pablo c/ Syntex S.A. s/ Acción Civil"; en igual sentido SC Buenos Aires, 12/10/93, "Gerez v/ Relimar S.A."). 

IV) La parte actora se agravia también -como queda dicho- por la limitación de la condena a la ART a los términos del cont rato de afiliación celebrado con el empleador. 

a) Al respecto vierte una serie de consideraciones atinente a la responsabilidad que, en su opinión, incumbiría a Responsabilidad Patronal ART S.A. (en liquidación). Refiere que la demandó por responsabilidad directa por haber incumplido sus obligaciones legales de prevención de riesgos laborales. 

En este aspecto corresponde señalar que como el propio apelante admite en lo que identifica como "QUINTO AGRAVIO", la ART condenada se encuentra en estado de liquidación forzosa. Que por ello la Sra. jueza de grado dispuso que la condena recaiga en los términos y alcances previstos por el art. 34 de la ley 24.557 en el Fondo de Reserva, por lo que en este aspecto su reclamo respecto de la ART deviene abstracto.b) También se agravia de lo que califica de indefinición de la sentencia sobre los alcances de la condena en los límites del contrato de afiliación y vierte una serie de consideraciones respecto de los rubros que en su opinión deberían encontrarse comprendidos. 

La sentenciante señaló que la aseguradora habrá de responder "por los montos asegurados", vale decir "en el límite de cobertura de su contrato", en tanto que su responsabilidad se funda en la existencia del seguro de riesgos del trabajo y se circunscribe exclusivamente a las prestaciones derivadas de ese aseguramiento. 

Además indicó que dado que se encuentra acreditado el estado falencial de la codemandada Responsabilidad Patronal ART S.A. (en liquidación) la condena recaerá en los términos y alcances y alcances previstos por el art. 34 de la ley 24.557. 

Atento ello, considero que el planteo de la actora debe rechazarse toda vez que fue en los límites indicados la condena cuya procedencia reclama. 

En cuanto a las restantes consideraciones que formula en este aspecto, destaco que -tal como la Corte Suprema de justicia de la Nación ha sentado criterio- el juzgador no está obligado a ponderar una por una y exhaustivamente todas las argumentaciones y pruebas agregadas a la causa, sino sólo aquellas que estimare conducentes para fundar sus conclusiones, ni a analizar todas las cuestiones y argumentos utilizados que -a su juicio- no sean decisivos (conf. CSJN, 29.4.70, La ley 139-617; 27.8.71, La Ley 144-611 y citas jurisprudenciales en "Código Procesal." Morello, Tº II-C, Pág. 68 punto 2, Editorial Abeledo - Perrot; art. 386, última parte, del Código Procesal; y de esta Sala, ver autos: "Bazaras, Noemí c/ Kolynos" S.D. 32.313 del 29.6.99). 

c) También se queja porque considera insuficiente el monto diferido a condena conforme las normas de derecho común.Aduce que la sentencia otorgó por dicho rubro la suma de $ 380.000 pero lo cierto es que conforme surge de la sentencia de grado el capital (daño material + daño moral) de condena alcanza a la suma de $ 456.000 con más los intereses a partir de la fecha del pronunciamiento (punto éste sobre el que habré de volver infra). 

El apelante tilda dicha suma de menguada y propone una comparación conforme una fórmula para el cálculo de las indemnizaciones fundadas en el art. 1.113 del Código Civil, utilizada por la Sala III de esta Excma. Cámara a partir del fallo "Méndez, Alejandro Daniel c/ Mylba S.A. y otros s/ accidente - acción civil" 
, que no pasa de ser una versión actualizada del conocido fallo "Vuoto c/ A.E.G. Telefunken" 
 emitido por dicho Tribunal décadas atrás. 

Al respecto corresponde efectuar varias precisiones. 

1) La primera de ellas es que -contrariamente a lo sostenido por la apelante-, dicha fórmula no resulta ser de aplicación mayoritaria en el fuero del Trabajo ni mucho menos. 

A lo sumo, es una pauta más tomada como meramente indicativa, entre otras muchas, por determinado segmento de la magistratura, en esta cuestión tan ardua de justipreciar en importes meramente monetarios el valor de la vida humana o del pretium doloris aquél del que nos hablaba Llambías en su polémica respecto de la indemnización por daño moral, pero ello en modo alguno significa que fuera de aplicación mayoritaria -ni mucho menos obligatoria, como pareciera dar a entender el apelante en su agravio-. 

Sin ir más lejos, esta Sala VII, que tengo actualmente el honor de integrar de manera provisoria, nunca hizo aplicación de la misma, ni con la actual ni con anteriores integraciones. 

2) La segunda es que nuestra Corte Suprema de Justicia en un reciente fallo: "Arostegui, Pablo Martín c/ Omega Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y Pametaal Peluso y Compañía" 
Recurso de hecho A 436.XL, al tratar precisamente el tema que nos convoca, efectuó una serie de precisiones que no me parece ocioso transcribir. 

Concretamente nuestro Cimero Tribunal -al tratar el recurso de la actora- en la parte pertinente de su decisorio indicó: "3°) Que los agravios del apelantes suscitan cuestión federal para su tratamiento por la vía intentada dado que, si bien remiten a cuestiones de derecho común y procesal, ajenas como regla a la instancia del art. 14 de la ley 48, ello no resulta óbice cuando el fallo contiene una ponderación de la realidad económica que satisface sólo en apariencia el principio de la reparación integral, o no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa, u omite el examen de circunstancias relevantes del litigo (Fallos: 299:125; 300:936 y 303:2010, entre otros). En el sub examine se configuran estas excepciones por un triple orden de razones que se relacionan, las dos primeras, con el juzgamiento de la reparación, tanto en el ámbito de la LRT 
 como en del Código Civil 
, y el tercero, con la preterición de un extremo conducente para la debida decisión de la controversia". 

"...5°) Que en orden al segundo, el a quo, so color de restitutio in integrum, estimó el resarcimiento por el daño material del derecho civil también mediante una tarifa. Más todavía; de una tarifa distinta en apariencia de la prevista en la LRT, pero análoga en su esencia pues, al modo de lo que ocurre con ésa, solo atiende a la persona humana en su faz exclusivamente laboral, vale decir, de prestadora de servicios, ya que lo hace mediante la evaluación del perjuicio material sufrido en términos de disminución de la llamada 'total obrera' y de su repercusión en el salario que ganaba en el momento de los hechos proyectado hacia el resto de la vida laboral de aquélla.Tal criterio de evaluación, por lo reduccionista, resulta opuesto frontalmente al régimen jurídico que pretende aplicar, dada la comprensión plena del ser humano que informa a éste. Al respecto la doctrina constitucional de esta Corte tiene dicho que 'el valor de la vida humana no resulta apreciable tan sólo sobre la base de criterios exclusivamente materiales", ya que no se trata de 'medir en términos monetarios la exclusiva capacidad económica de las víctimas, lo que vendría a instaurar una suerte de justicia compensatoria de las indemnizaciones según el capital de aquéllas o según la capacidad de producir bienes económicos con el trabajo, puesto que las 

manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres' ('Aquino', votos de los jueces Petracchi y Zaffaroni, Maqueda y Belluscio, y Higton de Nolasco, Fallos: 327:3753 
, 3765/3766, 3787/3788 y 3797/3798, y sus citas; y 'Díaz', voto de la jueza Argibay, Fallos329:473, 479/480, y sus citas)". 

"El Tribunal también ha expresado en diversos pronunciamientos vinculados, al igual que los citados anteriormente, con infortunios laborales en el contexto indemnizatorio del Código Civil, que la incapacidad del trabajador, por un lado, suele producir a éste 'un serio perjuicio en su vida de relación, lo que repercute en sus relaciones sociales, deportivas, artísticas, etc.', y que, por el otro, 'debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de [la] actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable' (Fallos: 308:1109, 1115 y 1116). De ahí, que 'los porcentajes de incapacidad estimados por los peritos médicos -aunque elementos importantes que se deben considerar- no conforman pautas estrictas que el juzgador deba seguir inevitablemente toda vez que no sólo cabe justipreciar el aspecto laboral sino también las consecuencias que afecten a la víctima, tanto desde el punto de vista individual como desde el social, lo que le confiere un marco de valoración más amplio (Fallos:310:1826, 1828/18239). Tampoco ha dejado de destacar que en el ámbito del trabajo, incluso corresponde indemnizar la pérdida de 'chance', cuando el accidente ha privado a la víctima de la posibilidad futura de ascender en su carrera (Fallos: 308:1109, 1117)". 

Tales razonamientos resultan aplicables en el sub lite por lo que deben rechazarse los razonamientos y cálculos que propone el apelante en su memorial. 

d) En cuanto a la suma fijada por la jueza de grado destinadas a reparar -por lo menos, en la medida de que ello fuera posible- el daño moral, a mi juicio, atento los parámetros tomados por la judicante a los efectos de justipreciarlos y a la luz de los razonamientos que hasta aquí he efectuado, luce equitativa, lo que me inclina a propiciar su confirmación. 

e) Considero que no le asiste razón respecto de la fecha a partir de la cual corresponde computar intereses. 

Ello porque en el presente caso se trató de un reclamo articulado por la vía del derecho civil, en que la cuantificación del monto se efectiviza y aprecia en el momento mismo de dictar sentencia asumiendo la diversidad de datos y parámetros del caso. Luego, es a partir de ese momento en que deben liquidarse los intereses. 

V) Agravios del Fondo de Reserva previsto por el art. 34 de la ley 24.557 (fs. 780/783): 

a) Se agravia porque la jueza la condenó en los términos y alcances previstos por el art. 34 de la ley 24.557. Arguye que en la sentencia debería haberse rechazado su citación en garantía, sin perjuicio d el otorgamiento de las prestaciones de la ley 24.557 que, de conformidad a las previsiones del art. 34 de la citada ley y su norma complementaria brinde el Fondo de Garantía que -aduce- ya lo está haciendo. Afirma que la sentencia de grado no habría brindado fundamento respecto de la citación en garantía y que el otorgamiento de las prestaciones en los términos y alcances previstos por el art.34 de la LRT no requeriría de sentencia judicial alguna y que tampoco fue el objeto de la citación. 

b) Al respecto corresponde señalar de manera liminar que la resolución que admite la citación de terceros es inapelable (art. 96 
 CPCCN). 

En lo demás -y más allá de su alegación respecto a que la pretensión dirigida contra el Frigorífico citante no tiene vinculación alguna con el Fondo de referencia-, lo cierto es que la Sra. jueza a quo, atento el estado falencial en el que se encuentra la ART demandada, hizo recaer sobre la apelante la condena "en los términos y alcances previstos por el art. 34 de la ley 24.557". 

Evidentemente, tal decisión no puede irrogarle gravamen a la recurrente dada la naturaleza del reclamo y que su obligación de abonar las prestaciones que estaban a cargo de la ART liquidada surge de la propia norma legal (en igual sentido ver la opinión de la Sra. Fiscal General Adjunta en dictamen que obra a fs. 838/838vta.). 

La propia apelante a fs. 781 vta. admite que el otorgamiento de éstas por parte del Fondo de Reserva resulta automático y no requiere de sentencia judicial alguna. 

c) En lo atinente a los intereses -como señala la Fiscal General Adjunta en el dictamen ya citado- corresponde interpretar que las prestaciones a las que alude el reiteradamente citado art. 34 LRT resulta comprensivo del capital más sus accesorios, entre los cuales se encuentran comprendidos los intereses devengados desde la exigibilidad del crédito hasta su efectivo pago. 

Por todo ello voto por confirmar el fallo en este aspecto. 

VI) Asimismo voto por confirmar los porcentuales escogidos por la Sra.Juez a los efectos de justipreciar los emolumentos correspondientes a la etapa anterior de los profesionales actuantes en autos, por considerarlos adecuados y confirmar el fallo en lo demás que decide. 

VII) En caso de ser compartido mi voto, y atento que ninguno de los recursos deducidos por las partes habrá de tener favorable acogida y que todos merecieran réplicas de sus contrarias, propicio que las costas de alzada sean en el orden causado (art. 68 
 , 2º párrafo, del CPCCN ya cit.) y que se regulen honorarios a la representación de cada una de las partes en el .% de lo que en definitiva y por las tareas cumplidas en la instancia anterior a favor de sus defendidos corresponda (art. 14 
 de la ley 21.839). 

Por todo ello, en caso de ser compartido mi voto, correspondería confirmar el fallo. También correspondería imponer las costas de alzada en el orden causado y regular honorarios a la representación de cada una de las partes en el 25% de lo que en definitiva y por las tareas cumplidas en la instancia anterior a favor de sus defendidos corresponda. 

LA DOCTORA ESTELA MILAGROS FERREIRÓS DIJO: 

Por compartir los fundamentos, adhiero al voto que antecede. 

EL DOCTOR JUAN CARLOS EUGENIO MORANDO: No vota (art. 125 
 ley 18.345). 

Por lo que resulta del precedente acuerdo, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar el fallo. 2) Imponer las costas de alzada en el orden causado. 3) Regular honorarios a la representación de cada una de las partes en el .% (. POR CIENTO) de lo que en definitiva y por las tareas cumplidas en la instancia anterior a favor de sus defendidos corresponda. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase


